Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 10 y 13 minutos) 


La Comisión de Hacienda de la Cámara de Senadores se complace en recibir en la mañana 
de hoy al doctor Miguel Vieytes, a quien le fuera solicitada su opinión acerca del proyecto de ley sobre 
la nueva Carta Orgánica del Banco Central, que contempla las últimas modificaciones enviadas por el 
Poder Ejecutivo. 


A continuación, cedemos el uso de la palabra al doctor Vieytes. 


SEÑOR VIEYTES.- Muy buenos días a todos. Agradezco que me hayan citado y espero poder hacer 
alguna contribución adicional a las que ya han vertido -y he tenido oportunidad de leer- de los 
economistas Protasi y de Brun. 


Brevemente, quiero señalar que en este proyecto de ley sobre modificaciones a la Carta 
Orgánica del Banco Central se incorporan algunos conceptos importantes, como el que tiene que ver 
con la integración de las diversas y múltiples funciones de supervisión que hoy tiene esta Institución. 
Cabe acotar que en el interior del Banco se ha venido trabajando desde hace un tiempo en ese 
sentido. Inclusive, en el año 2003, nuestro Directorio resolvió contratar a la Consultora McKinsey 8 Co. 
para tratar de efectuar un plan a corto y mediano plazo con el propósito de integrar las funciones de 
supervisión, que naturalmente tendrían que ser establecidas de un modo más perfecto, mediante una 
norma, y eso es lo que se busca mediante esta iniciativa. 


En este proyecto de ley se incorporan y se jerarquizan un par de conceptos más, que tienen 
que ver con la experiencia acumulada a lo largo de estos últimos años en la actividad bancocentralista. 
Uno de ellos es la jerarquización de la protección del usuario, consumidor o depositante; para ello 
habrá que generar una cultura propicia, pero naturalmente el punto de partida es su consagración 
legal. 


Asimismo, se busca recoger todo lo que tiene que ver con la disciplina de prevención del 
lavado de dinero y financiación del terrorismo. Al respecto, podemos decir que esta disciplina, que se 
ha venido abordando tanto a nivel de reglamentos y decretos, como de leyes o instrumentos legales 
aprobados en los últimos años, se ha convertido en una especie de flagelo del sector financiero y, 
particularmente desde el año 2001 en adelante, ha tenido recogimiento en las distintas jurisdicciones 
financieras a nivel internacional. 


En suma, entiendo que hay una buena “performance”, en la medida en que se recogen 
algunas preocupaciones albergadas en la actividad financiera en relación a la eficacia del Banco 
Central en su tarea de supervisión, reuniendo, integrando y unificando sus funciones. 


Por otra parte, se incorpora el concepto de defensa del consumidor, en un marco legal que, 
naturalmente, el Banco Central deberá adaptar a través de su reglamentación interna para tener un 
buen funcionamiento. 


Por último, reitero, se agrega el tema de la prevención del lavado de dinero. 
Esto es lo que puedo decir en términos generales. 


Desde el punto de vista de las modificaciones realizadas al texto, debo decir que los dos 
proyectos de ley que figuran en el comparativo me resultan menos adecuados o precisos que la Carta 
Orgánica de 1996, o sea, la ley vigente. Además de la definición de las finalidades del Banco Central y 
de la integración de su Directorio -que ha sido un concepto central- tanto en aquella Carta Orgánica 
como en los proyectos de ley a consideración está plasmado el tema de la independencia y de la 


autonomía. En ese sentido, estimo que es bastante más clara la ley vigente que lo establecido en 
dichas iniciativas. Con relación a la autonomía, tuve oportunidad de leer las apreciaciones vertidas aquí 
por los economistas Protasi y de Brun y, naturalmente, coincido con lo expresado por este último. 


Entiendo que lo que merece una consideración destacada es que, en definitiva, la actividad 
del Banco Central está reglada desde el origen por la Constitución de la República. Precisamente, sus 
artículos 194, 197 y 198 refieren claramente a un régimen de jerarquía autonómica. Se trata de un Ente 
Autónomo, pero también se establece que sus actos o decisiones solo podrán ser revocados por 
decisión judicial, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 197 y 198. Por lo tanto, se le otorga una 
preeminencia al Poder Ejecutivo para disponer rectificaciones y correctivos de los actos, llegando al 
grado de poder efectuar remociones de los integrantes del Directorio. Quiere decir que claramente, a 
nivel constitucional, se establece la preeminencia del Poder Ejecutivo en esa relación institucional y de 
trabajo cotidiano. 


Con respecto al texto de la Carta Orgánica vigente y a los proyectos de ley a consideración, 
observo que en el comparativo se han destacado los cambios a introducir a la iniciativa original. Cabe 
señalar que en el artículo 1% del proyecto de ley original se dice que el Banco Central del Uruguay es 
un Ente Autónomo *y dotado de la máxima autonomía técnica”, mientras que en las modificaciones 
sugeridas por el Ministerio de Economía y Finanzas se elimina el vocablo “máxima”. La conjunción 
copulativa “y” deviene de la redacción de la Carta Orgánica vigente, que es bastante más extensa, pero 
en el caso de este proyecto de ley carecería de sentido, por lo que considero que allí hay un error. En 
todo caso, la eliminación del término “máxima” parecería estar en la línea de seguir aumentando la 
preeminencia del Poder Ejecutivo, cuestión que también se observa en la creación de un Comité de 
Coordinación Macroeconómica. La institucionalización de un régimen de trabajo regular y periódico, de 
alguna manera viene a diluir la autonomía y las facultades del Ente Autónomo Banco Central del 
Uruguay. En la medida en que está establecido un régimen constitucional, me da la impresión de que si 
se agregaran términos en la Ley Orgánica, deberían estar en línea con lo que allí se establece. La 
generación de instituciones u órganos adicionales a lo que ha sido su normal funcionamiento desde la 
vigencia de la Constitución y de la Carta Orgánica a la fecha, me parece que no aporta mucho en 
términos de una mejora del funcionamiento de la entidad y de la relación con el Poder Ejecutivo. Dicho 
de otra manera, creo que con estas redacciones no se mejora el régimen vigente, particularmente en lo 
que tiene que ver con la definición de las finalidades primordiales del Banco Central del Uruguay - 
advierto que también se ha planteado alguna discusión a este respecto- que son determinar la 
estabilidad de precios y la regulación del funcionamiento y la supervisión del sistema de pagos y del 
sistema financiero, promoviendo su solidez, solvencia, eficiencia y desarrollo. Esto es lo que se 
establece en el proyecto de ley del Poder Ejecutivo, a lo que ahora se agrega la concepción 
programática, diciendo: “que contribuya con los objetivos de crecimiento y empleo”. Creo que ha sido 
suficiente lo señalado por el economista de Brun en esta Comisión, pero simplemente advierto cómo 
sería un análisis antinómico, esto es, si la redacción dijera: “que no contribuya con los objetivos de 
crecimiento y empleo”. En consecuencia, lo propuesto resulta absurdo y redundante y, a mi juicio, no 
agrega nada en términos de funcionalidad, tema que debería plantearse el Legislador al modificar una 
ley orgánica que, como cualquier otra ley, no deja de ser un instrumento básico de actuación de una 
entidad que tiene detrás un bagaje de funcionarios, de cultura y una serie de instrumentos que derivan 
de su naturaleza constitucional. Por lo tanto, a la hora de tocar su piedra angular, que es la Carta 
Orgánica, se debe emprender un camino de readecuaciones e interpretaciones, particularmente 
peligroso en el caso del Banco Central del Uruguay, porque se trata de una entidad con asimismo una 
gran resistencia al cambio. De modo que las modificaciones a introducir deberían tener un sentido, una 
fundamentación y una razonabilidad en términos de una mayor eficiencia y una buena funcionalidad de 
la entidad. 


En suma, lo que tiene que ver con el estatus de su autonomía, entiendo que su alcance está 
claramente establecido en los parámetros constitucionales y en la Carta Orgánica vigente. 


El otro punto que puede vincularse a este aspecto es lo que se plasmó en el proyecto de ley 
original sobre el tan mentado desfasaje del período de gobierno del Banco Central del Uruguay con el 
nacional, así como la ampliación de miembros de su Directorio. 


Sobre el particular entiendo también que un Directorio integrado por tres personas es 
suficiente y que una mayor colegialización implicaría una menor eficiencia, particularmente en los 


períodos -como el que en lo personal me tocó vivir- en que la intensidad de la demanda de decisiones 
es muy alta. En esos casos, un órgano colegiado de cinco miembros, sin funciones ejecutivas 
específicas asignadas individualmente, claramente entorpecería su labor. 


A su vez, del mismo modo que entiendo que el estatus de autonomía e independencia 
asignado por la Constitución al Banco Central está claramente establecido, me inclino a pensar 
también que el período de Gobierno debería ser coincidente con el del Directorio del Banco Central. De 
esta manera, en definitiva, las buenas decisiones estarían asociadas a la elección de quienes 
integrarían el Directorio del Banco. Además, al existir un mecanismo como el previsto en los artículos 
197 y 198 de la Constitución, está claro que, aunque exista un desfasaje y un mayor período para el 
Directorio del Banco Central, el Poder Ejecutivo termina teniendo igualmente la preeminencia y la 
posibilidad de revertirlo, simplemente por el hecho de juzgar que su actuación es inconveniente, por 
una cuestión de mérito o de valoración política, en definitiva. 


De modo que, modestamente considero que el período del Directorio del Banco Central 
debería coincidir con el del Gobierno y que debería mantenerse la cantidad de tres miembros 
actualmente establecida. 


Por otra parte, de acuerdo con el artículo 9% de este proyecto de ley, el primer inciso del 
artículo 37 de la Ley N* 16.696 quedaría redactado de la siguiente manera: “El Banco ejercerá la 
regulación y fiscalización de las entidades que integran el sistema financiero, cualquiera sea su 
naturaleza jurídica y dispongan o no de personería jurídica, a través de la Superintendencia de 
Servicios Financieros”. Es una categoría bastante amplia; trata de ser omnicomprensiva de toda 
persona jurídica que ejerza la actividad financiera. Pero posteriormente, el artículo comienza a definir, a 
través de sus literales, las distintas categorías. La primera de ellas está conformada por los bancos, 
obviamente, pero la segunda es una categoría nueva, que no está definida como tal y sí como un 
conjunto de actividades. Es decir que no solamente no define un nombre de entidad, sino que además 
acumula una serie de actividades y no de un modo taxativo. Me permito llamar la atención al respecto, 
porque también a nivel internacional es importante tener claramente delimitado, en los textos legales, 
cuáles son esas categorías, cuáles son sus nombres y qué alcance tiene cada una de ellas. A su vez, 
en relación con esta supuesta categoría de entidad que pueda prestar servicios, tanto de cambio, como 
de cofre o de transferencias, etc., en la segunda frase del primer literal B) se señala que estas 
entidades sólo podrán financiarse con recursos propios o a través de instituciones de intermediación 
financiera. No sé si esto es exactamente lo que ha pretendido decir el Legislador pero, obviamente, el 
concepto establecido limita claramente las capacidades que tienen las empresas que no sean bancos y 
que realicen actividades financieras, para obtener financiamientos por una vía alternativa que no sea la 
bancaria. Es decir reduce su financiamiento a solamente los recursos propios y de intermediación 
financiera como una limitante injustificada; y en lo que me es personal no advierto tampoco la razón de 
incorporar dicha limitante en esta parte del texto, en la que se definen las actividades que podrá 
realizar una entidad que, además, no está claramente definida. 


Si uno avanza en el análisis del texto se encuentra con el resto de las categorías que 
actualmente existen en el sistema financiero y que se establecen en la legislación vigente -me refiero a 
las casas de cambio, las Administradoras de Fondos de Ahorro Previsional, etcétera- pero a 
continuación, y dentro del mismo artículo -creo que para ser más ordenados habría que generar un 
nuevo artículo, dado que se repiten los literales- se menciona otra serie o categoría de actividades 
financieras que también entran en la égida regulatoria y supervisora del Banco Central. Finalmente, 
sobre estas categorías que, de alguna manera, son incluidas de modo residual en el mismo artículo, se 
establece un largo inciso final en donde hay precisiones o limitaciones al alcance de ese poder 
regulatorio y, de esta manera, el artículo termina siendo largo, denso y confuso. Me da la impresión de 
que, más que asignarle una gran potestad al Banco Central -que es el leitmotiv del artículo- termina 
restándoselas por vía de aclarar en demasía cuál es el alcance, en particular, para cada tipo de las 
categorías residuales que están en la segunda parte de esta disposición. 


En resumen, considero que este artículo merecería un análisis un poco más profundo y 
segmentado. En particular, creo que hay que prestar atención a la categoría establecida en el primer 
literal B) del artículo 37, que figura en el artículo 9* del proyecto de ley. Los señores Senadores podrán 
imaginarse que hablar de un literal B) y un literal B) prima del mismo artículo podría generar alguna 
confusión. 


En relación con las normas de protección del ahorro bancario y de resolución y liquidación de 
entidades financieras, quiero señalar lo siguiente. Obviamente, estamos ante un proyecto de Ley 
Orgánica del Banco Central, que es una suerte de dos por uno, donde hay una Ley Orgánica del Banco 
Central y una Ley Orgánica de la Corporación de Protección del Ahorro Bancario. En particular, opino 
que esta Corporación debería estar en el ámbito institucional del Banco Central -tal como fuera 
señalado en su oportunidad por el economista de Brun- con un grado de desconcentración suficiente 
como para poder ejercer autonómicamente sus funciones, aprovechando además la acumulación de 
recursos humanos, cognitivos, institucionales y financieros que le puede proveer dicha Institución, en 
particular, en tiempos de crisis. En este sentido, nuestra experiencia fue valiosa, pues integramos un 
Directorio que debió enfrentar una crisis importante y sistémica. Si bien en los años 2001 y 2002 
apreciamos un Banco Central con capacidades limitadas para enfrentar dicha crisis, estoy convencido 
de que la experiencia ganada a través, no solamente de la regulación dictada en este período, sino 
también del aprendizaje que han tenido sus cuadros funcionales, hoy permitiría que la Corporación de 
Protección del Ahorro Bancario tuviera mayor eficiencia estando bajo la égida del Banco Central. Es así 
que, a mi entender, debería reconsiderarse esta posibilidad. 


El proyecto de ley es bastante extenso en su articulado, e incorpora las capacidades 
otorgadas al Banco Central por la Ley N* 17.613, de diciembre de 2002. Por mi parte, desde ya 
considero que la iniciativa merecería un análisis mucho más detallado. Hay una superposición de 
funciones y potestades con la Superintendencia y estimo que se hace necesario un mayor aporte de 
técnica legislativa, para lo cual supongo que esta Comisión habrá tenido la oportunidad de convocar a 
la gente del Banco Central, a fin de recibir su asesoramiento. 


En definitiva, en caso de que continúe vigente la idea de que debe tratarse de un ente 
autónomo al Banco Central y no un órgano desconcentrado, considero particularmente importante que 
el proyecto de ley sea analizado en el marco de un desglose de la Ley Orgánica del Banco. Pero 
insisto en la importancia de no perder el valioso asesoramiento que puede aportar el conocimiento 
acumulado de los cuadros funcionales y técnicos del Banco Central a este respecto y, en particular, en 
todo lo referido a la liquidación de entidades. 


Estos han sido, básicamente, los comentarios que quería realizar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los señores Senadores no tienen preguntas para formular, agradecemos al 
doctor Vieytes su presencia en este ámbito. 


(Se retira de Sala el doctor Miguel Vieytes) 


La Mesa informa a los señores Senadores que el doctor Moreno presentó sus excusas por 
no poder asistir a la Comisión en el día de hoy. A su vez, el doctor Ignacio de Posadas -cuya presencia 
había sido solicitada- tampoco ha podido hacerse presente en este ámbito, por encontrarse de viaje. 
Asimismo, tenemos entendido que alguien había pedido convocar también al doctor Delpiazzo. 


SEÑOR ABREU.- Quisiera proponer la concurrencia del doctor Daniel Hugo Martins, quien ha hecho 
un trabajo muy importante sobre el Banco Central y, además, es catedrático de Derecho Administrativo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En lo personal, nunca pensé en citar a gente de la línea del Banco Central o a 
funcionarios -aunque ahora estén fuera de la institución- porque ello no me parece razonable, pero 
hay una persona que creo que sería importante convocar y que, además, trabajó en la resolución de la 
crisis asumiendo en la Superintendencia de Instituciones de Intermediación Financiera en momentos 
difíciles, que es el economista Fernando Barrán, que ahora se encuentra retirado de la actividad 
pública. 


Me parece, pues, que sería importante que el economista Barrán nos asesorara durante su 
comparecencia, básicamente sobre dos aspectos: las funciones de la Superintendencia en sí y la 
protección del ahorro bancario. Tengo la impresión de que, en lo que tiene que ver con el segundo 
tema, los comentarios han sido laterales en todos los casos; todo el mundo centró sus baterías sobre lo 
relativo al Banco Central pero, como bien dijo el doctor Vieytes, la Corporación de Protección del 


Ahorro Bancario representa más de la mitad del proyecto y da motivo a una cantidad de normas y 
artículos. En ellos básicamente se recoge experiencia acumulada, pero creo que habría que analizarlos 
en detalle y, dada la complejidad del tema, me parece que habría que consultar a personas que sepan 
de esto que, en el Uruguay, no hay muchas; esa es la verdad. 


SEÑOR COURIEL.- Estoy de acuerdo con la propuesta de citar al economista Barrán, que creo que 
participó en la elaboración del proyecto, pero no siendo funcionario en este momento, sería interesante 
consultarlo por los puntos a que se refirió el Presidente y también por todo el proyecto de ley. 


Por otra parte, quería consultar a Secretaría para ver si puede confeccionar algún material 
teniendo en cuenta los artículos que han sido comentados por el conjunto de las personas que nos han 
visitado; eso nos facilitaría el trabajo de la Comisión. Es decir que especifique sobre un artículo 
determinado, por ejemplo, la integración del Directorio, las personas que concurrieron y lo que dijeron. 
Sé que esto es trabajoso, pero sería bueno porque nos ayudaría cuando estemos discutiendo artículo 
por artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 10 y 43 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


